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RESUMEN
Una de las fortalezas de nuestra Corte 
Constitucional es la capacidad de generar 
cambios institucionales. Esta afirmación 
obedece al estudio de una serie de conse-
cuencias derivadas de la sentencia t-025 de 
2004, luego de la cual sobrevinieron algunas 
actuaciones del Estado y de la sociedad que 
enfocaron la Política Pública de Atención 
a la Población Desplazada hacia un nuevo 
escenario: la existencia de una situación de 
crisis y la necesidad inminente de superar-
lo. Las Cortes, que en estricto sentido no 
cumplen funciones de diseño y evaluación 
de política pública, de frente a una situación 
de grave violación de Derechos Humanos, 
a un preocupante estancamiento de la po-
lítica pública, a la ineficiencia del Ejecutivo 
y a la poca atención del Legislativo, pueden 
entrar a asumir nuevos roles que ponen en 
evidencia la desatención estatal y la necesi-
dad de tomar acciones inmediatas.
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abstract
One of the strengths of our Constitucional 
Court is the capability to produce institu-
tional changes. This affirmation obeys to 
the analysis of the consequences generated 
by the sentence number t-025/2004, which 
transformed the Public Policy of Displaced 
Population unto a new stage: the recognition 
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of a crisis situation and the pressing need to 
overcome it. Courts, in a strict sense, are not 
created to evaluate and design public policy, 
nevertheless, facing a human rights crisis, 
a situation of stagnation of public policy, 
facing an ineffective state and the low atten-
tion of the Congress, Courts can assume new 
roles highlighting government neglect and 
the need to take immediate action. 
Keywords: constitutional court, Judi-
cial activism, Institutional change, Violence 
displaced.
El presente artículo, cuya redacción ori-
ginal corresponde a un capítulo de la tesis 
de Maestría2 denominada “Corte Cons-
titucional, activismo judicial y desarrollo 
humano”, tiene por objetivo ofrecer una 
perspectiva diferenciada sobre los alcances 
que decisiones de la Corte Constitucional 
tienen sobre la Política Pública de Atención 
a la Población Desplazada por la violencia 
–PPaPd–, agregando al debate jurídico las 
teorías y avances que desde la economía, la 
sociología y la historia existen alrededor del 
institucionalismo.
La sentencia t-025 de 2004 ha sido 
analizada desde diferentes perspectivas, ga-
nando contradictores y defensores quienes, 
desde el punto de vista jurídico y económi-
co, aportan al debate sobre la conveniencia 
o mala fortuna del activismo judicial. No 
obstante y a pesar de ser la Política Públi-
ca de Atención a la Población Desplazada 
parte de una institución (entendida desde 
la perspectiva de la teoría institucional que 
más adelante se explicará) compuesta de 
reglas formales e informales, en la discusión 
el tema del Cambio Institucional, concepto 
traído de la economía por autores como 
douglas north, ha estado ausente y es 
precisamente aquel el concepto que en el 
presente escrito se utiliza para ofrecer una 
mirada diferente al activismo judicial.
Así las cosas, el activismo judicial no se-
rá visto como una crítica negativa al actuar 
de los jueces sino como un comportamiento, 
en este caso de la Corte Constitucional, que 
se traduce en una sentencia de revisión de 
tutela cuyos alcances exceden lo prescrito 
en la norma, esto es, un comportamiento 
que genera cambio institucional. No es ob-
jetivo de este artículo proponer juicios de 
valor sobre el activismo judicia: se trata de 
una investigación que trae a colación hechos 
concretos que permiten verificar la ocurren-
cia de cambios importantes en una política 
pública para dejar a la reflexión del lector la 
conveniencia de la existencia de sentencias 
de corte activista en un contexto dado.
Entonces, un primer objetivo consiste 
en explicar cuál es el contexto que, para el 
caso de la PPaPd, favoreció el activismo de 
la Corte Constitucional y las herramientas 
que le permitieron generar el mencionado 
cambio institucional. 
El segundo objetivo consiste en mostrar 
y explicar en qué consistió el cambio insti-
tucional sufrido por la PPaPd. Esto se logra 
a través del análisis del número y contenido 
de las normas expedidas durante el tiempo 
estudiado (1 de febrero de 2004 y 17 de 
agosto de 2011), variaciones en el presu-
puesto nacional destinado a la atención 
de la población desplazada forzosamente, 
número de programas y definiciones no-
vedosos introducidos en la PPaPd, análisis 
de entrevistas semiestructuradas3 y com-
plementación con el estudio realizado por 
rodríguez y rodríguez (2010).
Para lograr lo anterior, la primera ta-
rea consiste en explicar las aproximaciones 
teóricas que permitirán poner en el ámbito 
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académico el contexto que favoreció el ac-
tivismo, las herramientas que le sirvieron a 
la Corte para generar cambio institucional 
y, claro está, la ocurrencia del mismo:
1. constitucionalismo y corte consti-
tucional entendida como una organización 
ubicada de forma privilegiada dentro de la 
estructura estatal colombiana, enfatizando 
en su jerarquía, funciones y carácter vincu-
lante de sus decisiones. 
2. teniendo en cuenta que el análisis 
se hará a partir del estudio de la Política 
Pública de Atención a la Población Des-
plazada y el cambio sufrido por esta luego 
de la sentencia t-025 de 2004, es necesario 
establecer qué se entiende por Institución y 
Cambio Institucional.
1. corte constitUcionaL y 
CONSTITUCIONALISMO
La Corte Constitucional (en adelante c.c.) 
es una organización “perteneciente a la rama 
judicial del poder público” (Corte Constitu-
cional, s.f.) cuya función principal es la de 
“guardar la integridad y supremacía de la 
Constitución” (art. 241 constitución Polí-
tica, 1991). se ubica en el nivel más alto de 
jerarquía de la Jurisdicción Constitucional, 
lo que significa que se encuentra también 
en los más altos niveles de jerarquía dentro 
de la organización del Estado.
La c.c. no es una organización que re-
presente a los ciudadanos per se. Está en-
cargada de velar por el cumplimiento de 
sus derechos constitucionales, circunstancia 
que, de acuerdo con Fichtelberg (2006), 
la hace legítima independientemente del 
componente democrático –o antidemocrá-
tico– que puedan tener las organizaciones 
políticas como las cortes. bajo este entendi-
do, la legitimidad de la Corte se explica, no 
gracias al componente democrático, sino a 
la aprobación social de sus actuaciones con 
base en la existencia de un estatuto legal que 
las justifique (weber, 1919). 
En teoría jurídica es usual clasificar la 
función de control constitucional de la Cor-
te de la siguiente manera (e.g: Pérez esco-
bar, 2010):
• control automático u oficioso de 
constitucionalidad, ya sea previo (como 
ocurre con los tratados internacionales y las 
leyes que los aprueban) o posterior (como 
ocurre con los Decretos Legislativos expe-
didos por el gobierno).
• control de constitucionalidad por 
vía de acción, que tiene lugar una vez un 
ciudadano haga uso de la “acción de cons-
titucionalidad”4.
Además de las anteriores, la Corte cumple 
una función de garante de los derechos fun-
damentales, tarea que lleva a cabo con la re-
visión de las sentencias de tutela proferidas 
por jueces –de tutela– de inferior categoría. 
Se reconocen dos roles a la Corte. De 
frente a los ciudadanos cumple un rol de 
garante y protectora de sus derechos fun-
damentales. De frente al Estado cumple un 
rol de intérprete de la Constitución y de 
“control interorgánico al Poder Ejecutivo” 
(Velázquez turbay, 2001). es decir, la 
Corte es una organización de rendición 
de cuentas horizontal que hace parte del 
sistema de pesos y contrapesos existente 
al interior del Estado y que opera entre sus 
órganos (o´donell, 1998): 
(…) agencias estatales que tienen la autori-
dad legal y están fácticamente dispuestas y 
capacitadas para emprender acciones, que 
van desde el control rutinario hasta sancio-
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nes legales o incluso impeachment5, en relación 
con actos u omisiones de otros agentes o 
agencias del Estado. (o´donell, 2005). 
Las funciones de la Corte se ven materia-
lizadas en sentencias sobre las cuales es 
importante diferencia: los efectos jurídicos 
que tienen estas decisiones, la fuerza vin-
culante, el reconocimiento del precedente 
constitucional y los efectos prácticos.
a. En cuanto a sus efectos jurídicos6
– Si se trata de una sentencia que resuel-
va sobre el control de constitucionalidad 
automático, el efecto es general e inmediato, 
es decir, la norma que sea declarada inexe-
quible debe salir del ordenamiento jurídico 
y deja de surtir efectos de forma inmediata. 
– Si se trata de una sentencia de revisión 
de tutela, sus efectos serán inter-partes y, en 
principio, no debe afectar a nadie más allá 
de las personas involucradas en el proceso 
(art. 36, decreto 2591 de 1991).
b. Respecto a la fuerza vinculante y al 
precedente judicial
Cabe aclarar que el tema ha sido bastante 
controversial debido, primero, a que nuestro 
sistema de Derecho inspirado en el sistema 
continental europeo o Civil Law reconoce 
la supremacía de la ley como fuente de De-
recho; segundo, a que la constitución (art. 
230) le otorga a la jurisprudencia el carácter 
de criterio auxiliar de la actividad judicial. 
Tercero, a que ha sido la misma Corte Cons-
titucional quien ha determinado los paráme-
tros para que sus sentencias tengan carácter 
de precedente (ver bernal Pulido, 2005). 
La fuerza vinculante, en términos ge-
nerales, implica que “el comportamiento 
previsto por el imperativo es obligatorio” 
(bobbio, 1958), es decir, lo dispuesto en el 
fallo es de forzoso cumplimiento. Por su 
parte, el precedente constitucional se refiere 
a aquella parte de la 
(…) sentencia7 de la Corte Constitucional 
donde se concreta el alcance de una dispo-
sición constitucional, es decir, en donde se 
explicita qué es aquello que la Constitución 
prohíbe, permite, ordena o habilita para un 
tipo concreto de supuesto de hecho (bernal 
Pulido, 2005). 
No obstante las críticas al reconocimiento 
de la fuerza vinculante de la jurisprudencia 
y por ende, su aceptación como precedente 
constitucional, se acoge aquella tesis de-
nominada Optimista, es decir, aquella que 
“considera plausible, e incluso necesario, 
atribuir fuerza vinculante a la jurisprudencia 
en el sistema jurídico colombiano” (ídem). 
Esta tesis optimista se recoge en lo que al-
gunos doctrinantes han reconocido como 
“corriente antiformalista”, la cual reconoce y 
otorga a la jurisprudencia un espacio pre-
ponderante en la pirámide de fuentes (lóPez 
medina, 2006).
Lo que resulta relevante es que al adop-
tar una tesis optimista se reconoce que “un 
precedente ya adoptado tiene peso jurídico 
específico, esto es, cuenta como argumen-
to (aunque no decisivo) para decidir en el 
mismo sentido y con los mismos argumentos 
el nuevo caso análogo que se le presenta al 
Juez” (ídem).
c. Respecto a los efectos prácticos
En este sentido, rodríguez y rodríguez 
(2010) identifican los siguientes efectos de 
las sentencias:

















con-texto • revista de derecho y economía • n.º 38 • PP. 55-85 • 2012
– Directos, las conductas ordenadas por 
el fallo y que afectan directamente a las per-
sonas vinculadas al caso concreto.
– Indirectos, consecuencias que se deri-
van del fallo capaces de afectar a personas 
ajenas al caso concreto.
– Instrumentales, “cambios materiales en 
la conducta de individuos o grupos”.
– Simbólicos, “cambios en las ideas, las 
percepciones y los imaginarios sociales so-
bre el tema objeto del litigio”.
Esta corriente “alude a un modelo de orga-
nización política denominado Estado Cons-
titucional. La principal ley de construcción 
de ese tipo de Estado es el reconocimiento 
de la supremacía de la Constitución y de 
los Derechos Fundamentales. Este reco-
nocimiento es correlativo a la creación de 
una Corte Constitucional, es decir, un tri-
bunal especializado para la interpretación 
y concreción de la Constitución” (bernal 
Pulido, 2005: 149). 
De acuerdo con lo anterior, la entrada en 
vigencia de la constitución Política de 1991 
(cP/91) supuso para el país la aceptación de 
este tipo de Estado Constitucional. Esto es 
así pues el artículo 4 de dicho documento 
establece que “La Constitución es norma de 
normas. En todo caso de incompatibilidad 
entre la Constitución y la ley u otra nor-
ma jurídica, se aplicarán las disposiciones 
constitucionales”. Esta fue el resultado de un 
proceso democrático que avaló la creación 
de la Asamblea Nacional Constituyente8, 
en la cual se logró el acuerdo entre diversos 
actores representativos del gobierno y de 
la sociedad civil, por tanto puede afirmarse 
que lo dispuesto en ella cuenta con acepta-
ción social.
Para el Derecho constitucional orto-
doxo en el marco de un sistema continental 
de Derecho, sentencias de la Corte conten-
tivas de órdenes amplias capaces de consti-
tuirse en precedente serían, sin duda alguna, 
actuaciones extralimitadas y por ende inváli-
das. Sin embargo, siendo la Constitución la 
norma suprema y siendo la c.c. la encargada 
de garantizar su cumplimento, este tipo de 
actuaciones no solo no son extralimitadas 
sino necesarias. 
2. institUcionaLismo
Para entender el cambio en la Política Públi-
ca de Atención a la Población Desplazada 
(PPaPd), el marco de análisis dado por el 
constitucionalismo es insuficiente, pues es 
necesario incluir las reglas formales e in-
formales que tienen influencia directa en el 
comportamiento de los actores que involu-
cra. Este vacío puede ser suplido acudiendo 
a la teoría institucionalista.
En aquella se identifican diversos en-
foques que, no obstante sus diferencias, 
coinciden en reconocer a las instituciones 
como el punto de partida para el análisis y 
como generadoras “de mayor regularidad 
en la conducta individual” (Peters, 2003).
Sin embargo, son estas diferencias las 
que obligan a que para efectos del análisis de 
este trabajo, se adopten las definiciones que 
trae el enfoque normativo del instituciona-
lismo, según el cual el cambio institucional 
será más o menos factible si existe una rup-
tura entre los valores que profesa una insti-
tución y su comportamiento real; y entre los 
valores sociales y el comportamiento de la 
institución (ídem). 
De acuerdo con este enfoque, una ins-
titución es el 
Conjunto de reglas y rutinas interconectadas 
que definen las acciones correctas en térmi-
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nos de relaciones entre roles y situaciones. 
Este proceso implica determinar cuál es la 
situación, qué papel se está desempeñando 
y cuál es la función de ese rol en determinada 
situación (march & olsen, 198 , citado por 
Peters, 2003). 
bajo esta misma línea, Portes (2006) define 
a las instituciones como “un conjunto de 
reglas, escritas o informales, que gobiernan 
las relaciones entre los ocupantes de roles 
en organizaciones sociales”.
Las instituciones están compuestas por 
normas de diferente jerarquía. Es así como 
las leyes formales, las costumbres, las nor-
mas religiosas, entre otras, hacen parte de 
una misma institución. 
williamson (2000, identifica el tipo de 
reglas que conforman las instituciones y las 
clasifica en 4 niveles, cada uno de los cuales 
tiene un grado de dificultad y demora para 
el cambio:
• nivel 1: denominado incrustación, 
está conformado por las costumbres, tradi-
ciones y normas religiosas. El cambio en este 
nivel ocurre en lapsos de 100 a 1.000 años.
• nivel 2: denominado ambiente ins-
titucional, está conformado por las reglas 
formales, especialmente los derechos de 
propiedad. El cambio en este nivel ocurre 
en lapsos de 10 a 100 años.
• nivel 3: denominado Gobernanza, es-
tá compuesto por las reglas de la gobernanza 
y normas contractuales. El cambio en este 
nivel ocurre en lapsos de 1 a 10 años.
• nivel 4: compuesto por normas que 
regulan los ingresos, colocación y empleo. 
El cambio en este nivel ocurre de forma 
continua en el tiempo. 
Ahora, entendidas las instituciones como 
reglas que cumplen un papel preponderante 
en los roles, situaciones y organizaciones y 
que definen cuál es el comportamiento ade-
cuado (Peters, 2003), el cambio institucio-
nal ha de ser entendido como el cambio que 
sufren las instituciones cuando advierten 
que su comportamiento no corresponde a lo 
que las reglas determinan correcto9. 
A pesar de que se reconoce la posibi-
lidad del cambio institucional, el enfoque 
normativo también reconoce que este cam-
bio rara vez es un proceso racional y pla-
nificado (ídem). De acuerdo con cohen 
(1972), las instituciones cuentan con una 
reserva de respuestas a las cuales pueden 
acudir en los eventos en que requieran ajus-
tar su política a lo que sea adecuado (método 
del bote de reciclaje). 
El problema es que eso que es “adecua-
do” está definido por la misma institución, lo 
que implica que, tal como lo expone muc-
ciaronni (1992), el cambio en la política 
sucederá siempre que también cambien las 
condiciones que ésta debe enfrentar.
Como puede verse, el cambio institu-
cional no es un fenómeno que ocurra con 
relativa facilidad, pues debe enfrentar com-
portamientos arraigados en mantener la 
institucionalidad. clemens & cooK (1999) 
reconocen que, no obstante los comporta-
mientos busquen mantener la estabilidad 
institucional, hay tres fuentes que pueden 
producir el cambio:
• La mutabilidad, es decir, los cambios 
que sufren las reglas o modelos de acción.
• Las contradicciones internas, es decir, 
las contradicciones que se encuentren en los 
arreglos internos.
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• La multiplicidad, es decir, contradic-
ciones al interior de la institución que ge-
neran tensiones en otras instituciones y que 
terminan produciendo arreglos institucio-
nales ante la ausencia de otras soluciones.
A pesar de la existencia de unas fuentes de 
cambio institucional, es necesario que la 
ocurrencia de este se acompañe de fuerzas 
exógenas que trastornen la institución (cle-
mens & cooK, 1999), sean estas las situa-
ciones de crisis o las exigencias ciudadanas.
En efecto, la existencia de situaciones de 
crisis pueden llevar a la creación de mecanis-
mos de coordinación entre los ciudadanos 
para que se logren acuerdos que ayuden 
a resolver la crisis y cambiar las reglas de 
juego (weingast, 2005). de otra parte, 
las demandas ciudadanas suponen el em-
poderamiento de grupos desaventajados, 
que exigen un cambio institucional a través 
de acciones descentralizadas ejercidas por 
varios individuos (leVi, 1990).
Sea el cambio generado por acciones co-
lectivas o por acciones individuales, hay un 
actor de especial importancia en el cambio 
institucional. Las cortes (el poder judicial) 
cumplen un rol fundamental en el cambio 
institucional, pues realizan el proceso que 
commons (2005) denomina “selección ar-
tificial”, es decir, definen cuáles reglas han 
de aplicarse y cómo han de interpretarse 
(hodgson, 2004, citado por Kingston, 
2008). 
Las reglas (constituciones, estatutos y 
precedentes) sufren procesos de cambio 
en los estrados judiciales. En el caso de las 
cortes (el ejemplo utilizado por Commons 
es la Suprema Corte de Estados Unidos), se 
reconoce una capacidad de crear, revisar y 
ampliar los derechos, obligaciones, liber-
tades e inmunidades de las personas. Esta 
labor es cumplida a través del ejercicio de 
dos tipos de poder: el poder de obligatorie-
dad –mandatory–, mediante el cual la Corte 
determina lo que las personas deben hacer, 
y el poder de mandato –injuction–, mediante 
el cual la Corte ordena lo que no se debe 
hacer (commons, 2005). 
Entonces, si es el poder judicial el que 
define e interpreta las reglas de juego, es el 
poder judicial –las cortes– el que define la 
trayectoria del cambio institucional. 
conteXto FavorabLe aL activismo 
Y HERRAMIENTAS DE LA CORTE 
CONSTITUCIONAL PARA GENERAR 
cambio institUcionaL
Si bien existen otras aproximaciones que 
pueden explicar el activismo judicial, como 
las explicaciones sobre el papel que juega 
un Estado en la economía y el liberalismo 
intervencionista (al respecto ver alViar, 
h. 2009), para el presente trabajo el nuevo 
constitucionalismo ofrece un marco de ex-
plicación más amplio al permitir entender 
por qué las herramientas que más adelan-
te se explicarán son legítimas y aceptadas 
social, jurídica y estatalmente, pues esta 
corriente hace mayor énfasis en el papel de 
las cortes en Estados con constituciones con 
alto componente programático. 
Indagar en argumentos que defiendan el 
nuevo constitucionalismo se hace relevante, 
pues encamina el trabajo hacia una posición 
teórica adicional a la del cambio institu-
cional y permite hallar una explicación al 
activismo judicial. 
En el caso del desplazamiento forzado, 
vale la pena anotar que la mayoría de los 
entrevistados en el marco de la investigación 
que da origen al presente documento coin-
cidieron en afirmar que la sentencia t-025 
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fue una respuesta de la Corte a un problema 
de gran envergadura frente al cual el Estado 
estaba inoperante. Esto, sumado al análisis 
de la Política Pública de Atención a la Po-
blación Desplazada (PPaPd) realizado por la 
Corte para proferir la sentencia, evidencia 
que existían falencias generales en aquella 
y así es percibido por actores directamente 
involucrados en su aplicación. En efecto, la 
corte identifica 12 razones para sostener 
que había deficiencias en la PPaPd que ame-
ritaban la declaración de un Estado de Cosas 
Inconstitucional. 
Adicionalmente, el Departamento Na-
cional de Planeación calculó que “En total, 
se requieren $4,5 billones para brindar los 
programas de ahe –Atención Humanitaria 
de Emergencia– y estabilización socioeco-
nómica a la población desplazada (dnP, 
2005)”. cálculos que, de acuerdo con el 
informe presentado por la Misión para el 
diseño de una estrategia para la reducción de 
la pobreza y la desigualdad (merPd, 2007), 
“no contemplan los programas de retorno 
ni reubicación así como la asignación de 
tierras para la población desplazada”. Estas 
afirmaciones coinciden con lo declarado 
por el Alto Consejero Presidencial para la 
Acción Social, Diego Molano Aponte, en 
la entrevista realizada: “antes de la senten-
cia se disponía de 170.000 millones para 
atender el fenómeno, hoy hay 1.6 billones”.
De acuerdo con el informe presenta-
do por codhes10 (2004), se evidencia una 
“contracción de la respuesta estatal en la atención 
humanitaria. En contraste, se observa una 
mayor participación en la ayuda por parte 
de agentes humanitarios, de organizaciones 
no gubernamentales y en sectores sociales 
ubicados en centros receptores de población 
desplazada”. 
La ausencia de recursos económicos y 
la incapacidad institucional del ejecutivo 
redunda en un incumplimiento reiterado 
de las prerrogativas y ayudas contempladas 
en la Ley 387 de 1997, lo que a su vez im-
plica una violación reiterada de derechos 
fundamentales. Esto se explica en la vulne-
rabilidad de la población desplazada, cuyos 
medios de subsistencia disponibles luego 
de sufrir el desplazamiento se limitan a la 
respuesta estatal y a la Ayuda Humanitaria 
de Emergencia.
El activismo de la Corte no solo se ex-
plica en su rol de garante de la Constitución 
y en la reiterada y grave violación de dere-
chos. Existen dos elementos adicionales que 
explican dicho comportamiento.
a. La incapacidad de las entidades pú-
blicas y las organizaciones de la sociedad 
civil (eg: organismos de control y veedurías 
ciudadanas) encargadas de demandar rendi-
ción de cuentas, incapacidad que se puede 
explicar en la falta de legitimidad y sanción 
con las que cuentan dichas entidades u or-
ganizaciones11. Esta característica facilita el 
incumplimiento estatal que se evidencia en 
el caso de la PPaPd. 
b. El funcionamiento deficiente del le-
gislador. Al respecto, landau (2011)12 ar-
gumenta que el sistema de partidos en el país 
es débil, por tanto el Congreso no funciona 
como una entidad coherente y no recoge el 
interés general sino intereses particulares, lo 
que implica que los grupos que cuentan con 
menor poder político van a ver sus intereses 
afectados e incluso ignorados.
c. Para concluir, el nuevo constitucio-
nalismo y el comportamiento activista de la 
Corte tienen fundamento en la violación de 
la Constitución, la incapacidad institucional 
del ejecutivo y de los entes encargados de 
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ejercer y exigir rendición de cuentas y el 
funcionamiento deficiente del legislador.
Cuando se habla de herramientas de las que 
dispone la Corte, lo que se busca es identifi-
car los elementos con los que aquella cuenta 
para lograr un cambio en las reglas de juego 
(que a su vez tiene incidencia en el compor-
tamiento de los actores) y de argumentar 
por qué se sostiene que dichas herramientas 
sirven para tal propósito.
a. Jerarquía y legitimidad
La primera herramienta identificada es la 
posición jerárquica de la Corte, la cual va 
más allá de la estructura organizacional del 
Estado y se explica de la siguiente manera.
Si es la c.c. la encargada de vigilar y ga-
rantizar el cumplimiento de la Constitución, 
la cual, a su vez, es la norma que prevalece 
sobre todas las demás dentro de nuestro 
ordenamiento jurídico, entonces la Corte 
se encuentra dentro de las entidades de más 
alto rango dentro de la organización estatal.
Esta relación que pareciera tan simple 
en realidad no lo es. Dentro del organigra-
ma del Estado, la Corte es el órgano de más 
alto rango de la jurisdicción constitucional, 
la cual se ubica dentro de la rama judicial 
del poder público. Sin embargo, sus fun-
ciones van más allá de actuar como “jefe” de 
los jueces constitucionales. La c.c. tiene la 
facultad de revisar y pronunciarse sobre la 
constitucionalidad de la convocatoria a re-
ferendo o asamblea constituyente, sobre los 
decretos legislativos que dicte el gobierno 
con fundamento en la declaratoria del Esta-
do de Excepción, sobre los proyectos de ley 
objetados por el gobierno por inconstitucio-
nalidad, sobre los tratados internacionales 
y las leyes que los aprueben y sobre actos 
reformatorios de la Constitución, las leyes 
en general y los decretos con fuerza de ley. 
Sobre estos tres últimos la Corte no actúa de 
oficio, sino a petición de cualquier ciudada-
no que demande la inconstitucionalidad de 
cualquiera de dichos instrumentos (Consti-
tución Política colombiana, artículo 241). 
Si bien el accionar de la c.c. depende, 
en alguna medida, de la acción ciudadana 
(en cuanto a las demandas de inconstitu-
cionalidad y la revisión de fallos de tutela), 
el espectro en que se mueve es bastante am-
plio. Sus pronunciamientos cobijan desde 
casos concretos, como los que conoce por 
la revisión de tutelas, hasta cualquier ley de 
la República. 
En cuanto a las acciones de tutela, de 
acuerdo con el decreto 2591 de 1991, por 
el cual se reglamenta la acción de tutela, esta 
procede únicamente contra autoridades pú-
blicas o particulares que presten un servicio 
público, lo que, en principio, excluiría a las 
autoridades judiciales, en aras de respetar el 
principio constitucional de la autonomía ju-
dicial y la protección a la seguridad jurídica. 
Sin embargo, la misma c.c. ha desarro-
llado una doctrina respecto a la posibilidad 
de interponer y fallar acciones de tutela 
contra decisiones judiciales, incluso si ese 
juez es una de las Altas Cortes13, con base 
en la interpretación que ella misma hace 
de la Constitución y en pronunciamientos 
de otras cortes, como la Corte Suprema de 
Justicia (eg: sala civil de la corte suprema 
de Justicia, en decisión del 17 de septiembre 
de 1992 m.P.: alberto osPina botero). 
No son pocas las sentencias de la c.c. en 
las que se reitera este hecho, por ejemplo, 
la sentencia de unificación su-120 de 2003 
recuerda que: 
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cuando la regla del sometimiento de las decisiones 
judiciales al ordenamiento constitucional se quiebra, 
porque la solución que el juez resolvió imponer al 
asunto sometido a su consideración no concuerda 
con los dictados de la Constitución Política, puede 
decirse que su legalidad es solo aparente, y que el juez 
constitucional debe intervenir, porque la ausencia de 
juridicidad impone que las sentencias no puedan ser 
definitivas.
En cuanto a las acciones de inconstitucio-
nalidad y los pronunciamientos de la Corte 
sobre los instrumentos en los que puede 
actuar de oficio, la declaratoria de incons-
titucionalidad que hace la c.c. sobre un 
decreto o ley implica que este o esta salgan 
del ordenamiento jurídico, es decir, dejan 
de surtir efectos.
De acuerdo con todo lo anterior, se pue-
de afirmar que las decisiones de la Corte 
trascienden la jurisdicción constitucional y 
tienen efectos en las ramas judicial, ejecutiva 
y legislativa.
De otra parte, el hecho de ser la c.c. la 
encargada de la guarda de la Constitución 
no solo la ubica jerárquicamente en los ni-
veles más altos dentro de la organización 
estatal, sino también la dota de legitimidad 
tanto en el ámbito social como estatal, ca-
racterística que necesariamente debe estar 
presente para que las decisiones sean aca-
tadas. 
Una de las preguntas que hicieron parte 
de las entrevistas semiestructuradas fue la si-
guiente: ¿cómo hace la c.c. efectivas sus de-
cisiones? Las respuestas estuvieron dirigidas 
a reconocer en la Corte a una entidad cuyas 
decisiones “tienen que ser cumplidas”, bien 
sea porque las sentencias son obligatorias, 
bien porque existen sanciones por el incum-
plimiento o bien porque existe un proceso 
de seguimiento al cumplimiento que debe 
ser atendido por las autoridades.
landau (2011: 40) sostiene que “la gen-
te considera que la Corte, y no el órgano 
legislativo, es la mejor encarnación del pro-
yecto transformador de la Constitución de 
1991”. esto coincide con lo manifestado 
por algunos de los entrevistados: que la sen-
tencia no fue producto de la avalancha de 
tutelas únicamente, sino también de la movi-
lización de organizaciones civiles y de ong 
demandando acciones concretas a la c.c. 
Si bien este hecho puede interpretarse 
como una inconformidad de la población 
no sobre la PPaPd como tal, sino en la forma 
como esta venía incumpliéndose, esto no es 
razón suficiente para entender que los ciuda-
danos decidieron no acudir al legislativo o 
al ejecutivo para exigir el cumplimiento y la 
reforma de la política porque la considerara 
adecuada. El hecho de que los ciudadanos 
desplazados hayan acudido en masa a las 
autoridades judiciales para hacer efectivos 
sus derechos, bien sea a través de tutelas o 
de movilizaciones ciudadanas, y no lo hayan 
hecho ante el legislativo o el ejecutivo para 
demandar mejoras en la PPaPd, indica que 
la gente encontró en los jueces y en la Cor-
te una respuesta más expedita y de mayor 
alcance que la que pudiesen encontrar en 
sus representantes, lo cual, a su vez, es una 
muestra de la legitimidad social con la que 
cuenta la Corte y en general la jurisdicción 
constitucional. 
Del hecho de que la Corte tenga una 
posición jerárquica privilegiada y de la le-
gitimidad con la que cuenta, se desprenden 
las demás herramientas que a continuación 
se analizan.
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b. Segunda herramienta: Fuerza vinculante 
de las sentencias
El que la Corte sea la entidad de más alto 
rango dentro de la jurisdicción constitucio-
nal lleva a una consecuencia lógica: que sus 
órdenes deben ser acatadas por los jueces 
de la jurisdicción. 
La jurisdicción constitucional se integra 
por la Corte, el Consejo de Estado (en lo 
relacionado con la acción de nulidad por 
inconstitucionalidad) y los jueces y corpo-
raciones que deban proferir decisiones de 
tutela (art. 43, Ley estatutaria 270 de 1996). 
Es decir, la jurisdicción constitucional está 
integrada por todos los jueces de la Repú-
blica, pues ellos competentes para conocer 
y fallar acciones de tutela. 
bajo esta perspectiva, todos los jueces de 
la República deben acatar las decisiones to-
madas por la Corte y si deciden apartarse de 
estos criterios, esto con base en el principio 
de la autonomía judicial, deben argumentar 
suficientemente las razones por las cuales no 
acataron el precedente (ver lóPez medina, 
2006). no obstante, si un fallo de tutela es 
elegido por la Corte para Revisión, ella tiene 
la facultad de revocar o confirmarlo y esta 
decisión es definitiva, es decir, no hay otros 
recursos procesales que se puedan interpo-
ner para reconsiderarlo. 
Ahora, los jueces son los encargados de 
dirimir los conflictos que sean puestos bajo 
su conocimiento y de determinar el com-
portamiento de los actores involucrados en 
los mismos. Si los conflictos suscitados res-
pecto a derechos fundamentales deben ser 
resueltos con base, claro, en la Constitución 
pero también en la jurisprudencia constitu-
cional, la Corte está influenciando, de forma 
indirecta, el comportamiento de los actores 
involucrados en los procesos judiciales. 
Lo anterior aplica únicamente en los ca-
sos de tutela, pero recuérdese que la Corte 
tiene funciones más allá de las relacionadas 
con estas acciones. En cuanto al control de 
constitucionalidad, sea automático o por vía 
de acción, las decisiones de la Corte tienen 
la capacidad de dejar sin efectos (si declara 
la inexequibilidad) la norma que analiza. En 
estos casos, la influencia de la Corte en el 
comportamiento de los actores se extiende, 
pues ya no está determinando las reglas de 
juego para los sujetos que se encontraban 
inmersos en un proceso de tutela, sino las 
reglas de juego que rigen a la sociedad en 
general. Es decir, la influencia de la Corte 
en el comportamiento es directa pues es 
ella misma la que está determinando si las 
reglas de juego diseñadas, bien en el legisla-
tivo bien en el ejecutivo, pueden o no surtir 
efectos, lo que tiene una implicación directa 
en toda la sociedad (la ley, por principio, 
es general y aplica a todos los ciudadanos). 
Lo dicho hasta el momento se enmarca 
dentro de lo que commons (2005) afirma 
sobre el papel de las cortes en el cambio 
institucional. En efecto, la Corte cumple 
un papel de intérprete y reguladora de las 
reglas, pues revisa y amplía –o limita– los 
derechos, obligaciones, libertades e inmu-
nidades de las personas, ejerciendo los dos 
tipos de poder que el autor reconoce, man-
dato y obligatoriedad. 
Las sentencias no solo contienen órde-
nes de revocar, confirmar, declarar exequible 
o declarar inexequible, es decir, la jurispru-
dencia no solo amplía o limita las reglas. 
Las sentencias también pueden contener 
órdenes concretas dirigidas a actores deter-
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minados. Este es el caso de la sentencia que 
se analiza en este trabajo.
La sentencia t-025 no solo contiene 
unos parámetros de interpretación de la 
PPaPd y los derechos fundamentales vulne-
rados a la población desplazada que deben 
servir de guía a los jueces de la jurisdicción 
constitucional, sino que también contiene 
órdenes concretas de acción para las enti-
dades involucradas en la aplicación de la 
PPaPd. Adicionalmente, para asegurar el 
cumplimiento de la sentencia la Corte dise-
ñó un proceso de seguimiento que consiste 
en la presentación de informes de cumpli-
miento de parte de las entidades obligadas 
por la PPaPd, celebración de reuniones de 
información técnica, audiencias públicas de 
rendición de cuentas y expedición de autos 
de seguimiento de parte de la c.c., donde 
las órdenes se hicieron mucho más concretas 
y específicas. 
¿Qué hace que las entidades cumplan es-
tas órdenes directas y concretas? Además del 
hecho de que las sentencias son obligatorias, 
existen dos mecanismos que ejercen presión 
directa sobre los funcionarios públicos: el 
incidente de desacato y las investigaciones 
disciplinarias. Estos mecanismos tienen la 
función de garantizar el cumplimiento de lo 
ordenado por las sentencias, pues implican 
sanciones para el funcionario que no acate lo 
ordenado. Aquellos fueron señalados como 
efectivos por los entrevistados pertenecien-
tes a entidades públicas. 
c. Tercera herramienta: la Corte como 
organización dentro del sistema de pesos  
y contrapesos
Como se mencionó, la Corte diseñó un 
proceso para asegurar el cumplimiento de la 
sentencia. Durante este proceso, la Corte ha 
llamado a las entidades públicas encargadas 
de aplicar la PPaPd para que, bien sea a través 
de informes escritos que luego son publica-
dos o en audiencias públicas, expliquen las 
labores realizadas para dar cumplimiento a 
la sentencia. 
De esta forma, la Corte trata de asegurar 
que lo ordenado, tanto en la sentencia como 
en los autos de seguimiento, sea acatado por 
las entidades y que estas acciones puedan 
ser valoradas por los miembros de la Co-
misión de Seguimiento de la Corte y por el 
público en general. Estos procesos no solo 
se han aplicado para la sentencia de despla-
zamiento, por ejemplo, en este momento 
se está llevando a cabo un proceso similar 
respecto a la sentencia t-760 de 2008 sobre 
el derecho a la salud14. 
Este tipo de actividades, en las que la 
c.c. exige y realiza seguimiento sobre el 
cumplimiento de sus órdenes, son una clara 
manifestación de que ella cumple funciones 
de rendición de cuentas, herramienta que, 
de acuerdo con los entrevistados, pareciera 
ser la más efectiva para asegurar el cumpli-
miento de lo ordenado. 
Que esta herramienta se haya identifi-
cado como la más efectiva obedece a que, 
primero, de acuerdo con cohen, las enti-
dades cuentan con una serie de respuestas 
tipo receta a las que pueden acudir en los 
eventos en que se vean forzadas a ajustar su 
comportamiento (cohen et al., 1972) y este 
proceso obliga a dichas entidades a ampliar 
sus respuestas y a rendir cuentas con explica-
ciones adicionales a la falta de presupuesto. 
Segundo, el hecho de que el proceso 
de seguimiento sea público somete a las 
entidades al juicio, no solo de la Corte y 
del gobierno, sino también al juicio social, 
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es decir, se abre la posibilidad de que los 
medios de comunicación y la sociedad en 
general presencien y hagan parte de la ren-
dición de cuentas. 
Si bien la Corte ejerce un papel de en-
tidad de rendición de cuentas gracias al 
proceso de seguimiento, no se puede desco-
nocer el hecho de que la Corte es la entidad 
encargada, como ya tanto se ha dicho, de 
garantizar el cumplimiento de la Constitu-
ción, y este hecho implica que la rendición 
de cuentas que ejerce va más allá de los casos 
concretos que ella debe conocer por cuenta 
de las acciones de tutela. 
En otras palabras, al ser la Corte la ga-
rante de la Constitución, ejerce un papel 
de vigilancia sobre las acciones legislativas 
del gobierno y del congreso, pues debe 
asegurarse que el comportamiento de estas 
ramas del poder se ajusten a los preceptos 
constitucionales.
En este aspecto, las funciones de la Cor-
te respecto al control de constitucionali-
dad vuelven a tomar importancia, pues es 
a través de este mecanismo que la Corte 
garantiza que las normas se ajusten a la 
Constitución. En este sentido, de acuerdo 
con o´donell, la Corte está legalmente fa-
cultada para emprender acciones de revisión 
sobre los actos de las demás ramas de poder. 
La consecuencia –o sanción– de esta labor 
es, primero, sacar del ordenamiento jurídico 
normas consideradas inconstitucionales y, 
segundo, dar unos parámetros que deben ser 
seguidos por las autoridades al momento de 
legislar. Si bien no existe una sanción como 
tal por el no seguimiento de dichos pará-
metros, estos sí determinan la forma como 
el legislativo o el ejecutivo deben diseñar 
sus normas para evitar que sean declaradas 
inexequibles nuevamente. 
La PoLítica PúbLica de atención 
a La PobLación desPLazada en 
200415 Y LA EVALUACIóN DE LA CORTE 
CONSTITUCIONAL AL INCUMPLIMIENTO 
DE LA POLíTICA
El número de población desplazada alcan-
zó para el año 2004 cifras alarmantes que 
ubicaron a Colombia como el segundo país 
en el mundo con mayor población víctima 
de este delito. De acuerdo con las cifras 
entregadas por Acción Social, cifra que se 
construyó con base en el registro único de 
Población Desplazada ruPd, para el 2004 
había en el territorio 1.954.256 personas en 
situación de desplazamiento (Subdirección 
de Atención a la Población Desplazada). 
Sin embargo, la misma entidad reconoce 
que la base de estas cifras padece de graves 
deficiencias pues existe un subregistro de 
población desplazada determinado por un 
gran número de familias que no se inscriben 
en el ruPd. Esta deficiencia se evidencia 
cuando organizaciones no gubernamen-
tales entregan cifras que casi alcanzan a 
doblar las cifras oficiales. De acuerdo con 
la Consultoría para los Derechos Humanos 
y el Desplazamiento (codhes), “entre 1985 
y diciembre de 2002 existirían 2.914.853 
personas desplazadas” (Forero, 2003). 
Estas cifras indican el primer problema 
al que la PPaPd debe enfrentarse: existe un 
subregistro que dificulta que las prestaciones 
contenidas en la ley se brinden a la totalidad 
de la población que lo requiere.
La c.c. se basó en dos fuentes para de-
terminar cuál era el estado de la Política 
Pública de Atención a la Población Des-
plazada: documentos de análisis e informes 
elaborados tanto por entidades nacionales 
como organismos de carácter internacional, 
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ong y la academia nacional16 y un cuestio-
nario que fue enviado a diversas entidades 
estatales.
De acuerdo con la información analiza-
da y las denuncias contenidas en acciones de 
tutela, la Corte encontró que había graves 
falencias en la ejecución de la Política Públi-
ca ocasionadas por la insuficiencia de recur-
sos, la escasa cobertura de los programas, la 
falta de coordinación, la dispersión de fun-
ciones y responsabilidades, la ausencia de 
participación de la población desplazada en 
el diseño y ejecución de la política, la orien-
tación de los programas hacia soluciones de 
corto plazo, la falta de preparación de los 
funcionarios, la ausencia de planeación de 
la políticas y sus programas, la inexistencia 
de mecanismos efectivos de seguimiento, la 
falta de compromiso de la sociedad civil no 
desplazada, la falta de flexibilidad de la reac-
ción estatal, el bajo grado de compromiso 
de las entidades territoriales y la ausencia de 
políticas favorables para la población des-
plazada en situaciones de debilidad extrema 
(corte constitucional, anexo 5 sentencia 
t-025 de 2004).
La c.c. encuentra que no solo hay pro-
blemas de diseño y una precaria aplicación 
de la Política Pública, sino que estas circuns-
tancias agravan la situación de vulnerabi-
lidad y desconocimiento de los derechos 
fundamentales de la población desplazada, 
lo que se constituye en su fundamento para 
pronunciarse a través de la sentencia t-025 
de enero de 2004.
Derecho de la población en situación de 
desplazamiento
En primer lugar, la población desplazada 
está cubierta por la misma carta de derechos 
que tiene cualquier otro ciudadano, esto 
es, los derechos fundamentales, sociales, 
económicos y culturales, colectivos y del 
medio ambiente contenidos en la Consti-
tución de 1991. 
Adicionalmente y de acuerdo con la Po-
lítica Pública, esta población tiene derecho 
a la prevención, la atención humanitaria de 
emergencia, la estabilización socioeconó-
mica y el retorno, incluidas aquí todas las 
prestaciones sociales que se han diseñado 
para esta población (ayuda humanitaria de 
emergencia, acceso a subsidios de vivienda, 
proyectos productivos financiados con mi-
crocréditos, etc.).
La c.c., antes del año 2004, había pro-
ferido 17 fallos para proteger alguno de los 
siguientes derechos de la población despla-
zada: protección contra actos de discrimi-
nación, vida e integridad personal, acceso 
efectivo a los servicios de salud, mínimo 
vital, derecho a la vivienda, libertad de lo-
comoción, acceso a la educación, derechos 
de la infancia, derecho a escoger el lugar de 
domicilio, libre desarrollo de la personali-
dad, derecho al trabajo, acceso a la ayuda 
humanitaria de emergencia y derecho de 
petición (sentencia t-025 de 2004).
De acuerdo con lo manifestado en las 
acciones de tutela por las familias, indivi-
duos, funcionarios públicos y organizacio-
nes civiles que de forma reiterada exigieron 
del Estado la observancia de sus obligacio-
nes frente al desplazamiento, todos los de-
rechos mencionados han sido incumplidos. 
Acción de tutela como elemento 
verificador del incumplimiento  
de la política 
La Acción de Tutela está prevista para que 
toda persona que considere vulnerados o 
amenazados sus derechos fundamentales 
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acuda a la Rama Judicial con el fin de ob-
tener una sentencia que obligue, bien a la 
entidad pública, bien al privado prestador 
de un servicio público, la cesación de las 
actuaciones u omisiones causantes de la 
violación o amenaza. 
Esto implica que, en principio, solo ante 
la violación de los derechos contenidos en 
el capítulo 1 del título ii  de la Constitución 
Política17, la acción de tutela es procedente. 
No obstante, en reiteradas oportunidades la 
Corte ha reconocido la posibilidad de inter-
poner acciones de tutela por la vulneración 
de derechos diferentes a los mencionados 
pero que están estrechamente ligados con 
los mismos (conexidad). Así, por ejemplo, 
la acción de tutela procede para exigir el 
derecho a la salud cuando de ello depende 
la vida del accionante. 
Esto es relevante, pues la Sentencia 
t-025 de 2004 es producto de la recopila-
ción de 109 acciones de tutela interpuestas 
por 1.150 núcleos familiares, cada una de 
ellas en reclamo de diferentes derechos pero 
fundamentadas, finalmente, en la omisión 
del Estado frente al cumplimiento de sus 
obligaciones, actitud que, en consideración 
de los accionantes, vulneraba sus derechos 
fundamentales. 
El número de acciones de tutela in-
terpuestas por la población desplazada 
evidencia que el incumplimiento de las 
obligaciones contenidas en la política pú-
blica vulnera, por conexidad, los derechos 
fundamentales de la población desplazada.
Movilización ciudadana
como se mencionó, la sentencia t-025 de 
2004 es producto de la acumulación de 109 
expedientes de tutela, esto es, 1.150 núcleos 
familiares que acudieron a la rama judicial 
bien por cuenta propia, por intermedio de 
organizaciones civiles18 o por intermedio 
de personerías municipales19, con el fin de 
hacer exigibles sus derechos fundamentales, 
según su argumentación, vulnerados por el 
no cumplimiento de las obligaciones conte-
nidas en la Política Pública de Atención a la 
Población Desplazada. 
Lo relevante del alto volumen de organi-
zaciones y familias accionantes es que pre-
cisamente gracias a la alta movilización de 
la población en situación de desplazamiento 
y las entidades de la sociedad civil que las 
representan, la c.c. se ve obligada a dictar 
una sentencia de las características y de la 
magnitud de la t-025 de 2004. 
Si bien algunos de los entrevistados ma-
nifestaron que la sentencia es producto de 
un alto número de expedientes de tutela 
acumulados, algunos otros coincidieron en 
afirmar que la misma también fue producto 
de movilizaciones ciudadanas que exigieron 
a la Corte un pronunciamiento.
La c.c. debió enfrentarse a una política 
pública altamente incumplida, a una situa-
ción de graves consecuencias jurídicas y 
sociales y a la movilización ciudadana, de 
una parte coordinada y de otra indepen-
diente, que exigieron su pronunciamiento. 
El producto es una sentencia atípica en el 
sentido de que no solo se referirá a los casos 
concretos de los accionantes que deman-
daron la protección de sus derechos sino 
también que diese las líneas generales en 
que la Política Pública debía ser atendida y, 
de ser el caso, rediseñada (Macrosentencias. 
rodríguez, 2010).
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eL cambio institUcionaL La PoLítica 
PúbLica de atención a La PobLación 
desPLazada
Los cambios sufridos por la PPaPd eviden-
cian que hubo un cambio en las reglas de 
juego el cual, a su vez, obligó a que las ins-
tituciones reorientaran su comportamiento 
para adecuarlo a las nuevas directrices que, 
a partir de la sentencia t-025 de 2004, se 
definieron como el deber ser para lograr 
avances en el problema del desplazamiento 
forzado en Colombia. 
En otras palabras, hubo un cambio insti-
tucional detonado por la situación de crisis 
declarada por la Corte cuya finalidad era la 
de superar un Estado de Cosas Inconstitu-
cional (eci). 
de acuerdo con la sentencia t-025, el 
rediseño de la PPaPd debía apuntar a resolver 
12 falencias en su ejecución. adicionalmen-
te, en el proceso de seguimiento diseñado 
por la Corte para asegurar el cumplimiento 
a la sentencia20, se identifican ausencias 
graves en la PPaPd y ordena acciones para 
cubrir dichas fallas. 
Dentro de aquellas se destaca la inexis-
tencia de un enfoque diferencial dentro 
de la PPaPd, el cual incluye la atención a 
mujeres, niños, personas en situación de 
discapacidad, población afrodescendiente 
y población indígena, y la inexistencia de 
un mecanismo de seguimiento idóneo para 
medir los avances en la atención a la pobla-
ción desplazada en cuanto al goce efectivo 
de sus derechos. 
Esto significa que los criterios y di-
rectrices definidos por la c.c. como indis-
pensables para superar el eci no se señalan 
únicamente en el extenso documento de la 
sentencia, sino también a lo largo de los 8 
años que tiene de haber sido expedida, en 
los autos de seguimiento. 
1. Evidencia del cambio institucional 
como puede verse en la Figura 1, los años 
de mayor productividad normativa fueron 
los 3 inmediatamente posteriores al año de 
expedición de la sentencia. 
Dentro de los autos e informes estu-
diados, se identifican 52 procedimientos 
FiGUra 1. normatividad eXPedida entre eL 1 de Febrero de 2004 y eL 17 de aGosto de 2011,  
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Fuente: elaboración propia con base en la información obtenida del diario oficial sobre normas que se introducen a 
la PPaPd entre el 1 de febrero de 2004 y el 17 de agosto de 2011.
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diferentes para dar cumplimiento a la PPaPd, 
de los cuales 14 son de creación posterior 
al 2004. entre ellos se destacan: la encuesta 
Nacional de Verificación de la Comisión 
de Seguimiento, el Protocolo de Retornos 
para el acompañamiento a los procesos de 
retorno o reubicación de Acción Social, las 
campañas de divulgación de la información, 
el nuevo formulario único de declaración 
ruPd y el Sistema de estimación del des-
plazamiento de acción social y el banco 
Mundial.
Con base en los mismos documentos se 
identificaron 23 programas para la atención 
a la población desplazada, 16 de los cuales 
son de creación posterior al 2004. se desta-
can el Programa de Salvaguarda étnico, el 
Programa de Garantía de Derechos de los 
Pueblos indígenas y 13 programas para la 
atención a la mujer desplazada.
Es de destacar la respuesta de las enti-
dades obligadas ante la c.c., cada vez que 
fueron llamadas a rendir cuentas y presentar 
informes de cumplimiento de la sentencia y 
sus autos. Así, por ejemplo, la Procuraduría 
General de la nación, hasta el día 16 de 
septiembre de 2011, ha presentado a la c.c. 
un total de 38 informes de cumplimiento de 
la sentencia t-025 de 200421. 
La Figura 2 muestra los temas a los que 
las normas expedidas dirigieron su objetivo. 
La mayoría están encaminadas a resolver 
problemas de definición de política, presu-
puesto y vivienda, mientras que elementos 
como restitución de tierras, prevención del 
desplazamiento, retorno y estabilización 
socioeconómica tienen baja presencia. 
En los documentos estudiados se identi-
fica la participación de diferentes grupos de 
la sociedad civil que antes de 2004 no tenían 
presencia. Su participación consistió en la 
presentación de sus evaluaciones e informes 
al estado de cumplimiento de la sentencia y 
sus autos y en la construcción de los indica-
dores de goce efectivo de derechos. Entre 
ellos se encuentra la Asociación de Auto-
ridades Indígenas de Arauca –Ascatidar–, 
el Movimiento Nacional de Víctimas, la 
Comisión Nacional de Juristas, la Casa de la 
Mujer, la Organización Nacional Indígena 
de Colombia –onic–, la Corporación Sisma 
Mujer y la Asociación Nacional de Afroco-
lombianos Desplazados –Afrodes. 
como se muestra en la Figura 3, el au-
mento en el presupuesto tuvo avances muy 
significativos en los primeros años luego 
de expedida la sentencia. En efecto, entre 
1999-2003 y 2003-2006 la variación por-
centual es del 275%. de 2003-2006 a 2007-
2010 es del 161% y del 2007-2010 al 2011 
es del 29%.
La sentencia tiene otro efecto, cuya me-
dición excedería los límites de la investiga-
ción que da origen al presente documento, 
pero sobre el cual ya existe un estudio an-
terior al cual es necesario remitirse (ro-
dríguez y rodríguez, 2010). de acuerdo 
con el análisis realizado por estos autores, 
el desplazamiento forzado tomó un papel 
protagónico en la agenda pública, hecho 
que tiene un gran peso en la ocurrencia del 
cambio institucional. Esto surge de una in-
vestigación basada en la realización de 40 
entrevistas semiestructuradas, trabajo de 
observación en los espacios dispuestos para 
hacer seguimiento a la sentencia, análisis 
de la documentación expedida por la c.c. 
en torno a la sentencia t-025 y análisis de 
prensa. Esta investigación demuestra, entre 
otras cosas, que el tema del desplazamiento 
forzado no solo empezó a ganar espacio en 
los medios de comunicación y de discusión, 
sino también cómo el discurso se trans-
formó, que pasó de ser una consecuencia 
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del conflicto a una problemática social de 
grandes proporciones y se generó mayor 
compromiso con el tema por parte de la 
sociedad civil no desplazada. 
La Figura 4 refuerza lo manifestado por 
una de las entrevistadas: que la población 
desplazada conoce cuáles son sus derechos, 
las entidades a las que debe acudir y los 
mecanismos que debe utilizar. La entre-
vistada atribuye este efecto a la sentencia 
t-025 de 2004. es importante resaltar que, 
de acuerdo con lo manifestado por la Mesa 
Departamental de Población Desplazada de 
Nariño22, el conocimiento tanto de la sen-
FiGUra 2. docUmentos normativos QUe se incLUyen a La PPaPd desde eL 1 de Febrero de 2004  























































































Fuente: elaboración propia con base en la información contenida en el diario oficial sobre normas que se introducen 
a la PPaPd entre el 1 de febrero de 2004 y el 17 de agosto de 2011.
FiGUra 3. aUmento en eL PresUPUesto destinado Para La PPaPd en biLLones de Pesos desde 1999 hasta 
2011





Fuente: diego andrés molano aPonte, Director Acción Social. Audiencia pública de rendición de cuentas del snaiPd 
del 22 de agosto de 2011 transmitida por el canal institucional. 
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tencia t-025 como de la carta de derechos 
de la población desplazada se atribuye al 
trabajo de Acnur y los líderes de organiza-
ciones civiles. 
Otra evidencia del cambio está en que 
las diferentes entidades obligadas a rendir 
cuentas, lo han venido haciendo en los tér-
minos establecidos por la c.c., esto es, de 
acuerdo con los indicadores de goce efec-
tivo de derechos. Estos fueron construidos 
por la c.c. (en reuniones de información 
técnica en la que participaron entidades pú-
blicas y organizaciones de desplazados) y se 
encuentran en los autos 109 y 116 de 2007. 
El cumplimiento de la sentencia es medido 
en función de dichos indicadores. 
Por último, al analizar los autos e in-
formes se encuentra que el término “goce 
efectivo de derechos” empieza a utilizarse 
con frecuencia, no solo al interior de la 
Corte sino también en las entidades y or-
ganizaciones.
La sentencia t-025 de 2004 (y sus autos 
de seguimiento) es atípica en cuanto a sus 
efectos jurídicos. En efecto, se trata de una 
sentencia de revisión de tutela que afecta 
a una generalidad de individuos y entida-
des públicas que, en principio, no estaban 
vinculados al proceso por no haber sido 
llamados en las demandas ni a través de los 
mecanismos procesales previstos para vin-
cular terceros al proceso. 
Además, en ella se pueden identificar 
los efectos prácticos a los que Rodríguez y 
rodríguez (2010) hacen referencia23: 
• directos, todas aquellas órdenes di-
rigidas a cumplir las órdenes simples de la 
sentencia, es decir, las órdenes relacionadas 
directamente con los accionantes y accio-
nados.
• indirectos, aquellos dirigidos a todos 
los terceros no involucrados directamente 
en el fallo y que obligaron un cambio efec-
tivo en la PPaPd. 
• instrumentales, efectos relacionados 
con el cambio institucional y  con los efectos 
indirectos y simbólicos. Comprenden todos 
los cambios en la conducta de los actores 
involucrados por la PPaPd.
• simbólicos, aquellos relacionados con 
el cambio en las percepciones sobre el tema 
del desplazamiento, es decir, la importancia 
que ganó el tema en la agenda pública. 
Entonces, el cambio institucional se eviden-
cia en los siguientes aspectos:
FiGUra 4. conocimiento de Los derechos de La PobLación desPLazada
No
Si
tomado de: mesa departamental de la población desplazada de nariño, defensoría del Pueblo y acnur. informe de 
seguimiento al cumplimiento de la sentencia t-025 (pp. 4).
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1. La reacción estatal al problema del 
desplazamiento a partir de la sentencia 
t-025 y sus autos de seguimiento, la cual 
es innegable especialmente en términos de 
presupuesto. El aumento en la normatividad, 
programas, procedimientos y presupuesto 
evidencian el cambio institucional del que 
se viene hablando.
2. el protagonismo que cobra el pro-
blema del desplazamiento y cómo este se 
incorpora dentro de la sociedad en general.
3. el hecho de que un término de cons-
trucción jurisprudencial ahora es utilizado 
con enorme frecuencia tanto por la Corte 
como por las entidades públicas y la pobla-
ción desplazada, esto es, el “goce efectivo 
de derechos”. 
4. La corte otorga legitimidad jurídica 
a las asociaciones de desplazados, es decir, 
luego de proferida la sentencia t-025, las 
organizaciones de la sociedad civil que se 
han venido conformando alrededor del te-
ma del desplazamiento no solo han tenido la 
posibilidad de participar de forma activa en 
el proceso de seguimiento a la sentencia y en 
el diseño de la política pública, sino también 
están legitimadas para actuar procesalmente 
a nombre de personas en situación de des-
plazamiento, para interponer tutelas en su 
nombre y para su representación. 
El cambio institucional obedeció a la rede-
finición de las reglas que determinan qué es 
correcto al interior de la institución, lo que 
implica que los comportamientos de los ac-
tores involucrados sufren variaciones. Estos 
cambios comportamentales tienen efectos 
tanto positivos como negativos, situación 
que se identificó en los documentos y las 
entrevistas analizados en la investigación y 
que vale la pena mencionar:
EFECTOS POSITIVOS
• La PPaPd, como estaba concebida hasta 
antes de 2004, desconocía casi por com-
pleto la existencia de diferencias entre la 
población desplazada. Es así como, gracias 
al proceso y los autos de seguimiento de 
la sentencia t-025, las entidades del snai-
Pd incorporaron programas para atender 
de manera diferencial mujeres, indígenas, 
afrodescendientes, niños y discapacitados. 
• se logró poner a la población despla-
zada en un lugar privilegiado frente al gasto 
público social, lo que implica que tanto las 
entidades directamente responsables de la 
PPaPd como algunas otras cuya vinculación 
no es tan directa, tengan en cuenta a la po-
blación desplazada como primeros benefi-
ciarios de sus programas sociales24. 
• antes de 2004 no existía un mecanis-
mo que permitiese medir los avances en la 
PPaPd. A lo largo del proceso de seguimiento 
la Corte, acompañada de las entidades del 
snaiPd y de diversas organizaciones de la 
sociedad civil, construyó los Indicadores 
de Goce Efectivo de Derechos, que consis-
ten en 174 indicadores (30 de resultado, 60 
complementarios y 74 asociados) capaces 
de medir los avances en las diversas etapas 
de la atención al desplazamiento (Corte 
constitucional, autos de seguimiento109 y 
116 de 2007). 
• aunque insuficientes para superar el 
eci, hay avances en cuanto a la atención a 
la población desplazada, especialmente en 
la Atención Humanitaria de Emergencia. 
• La información con la que cuenta la 
población desplazada es ahora más com-
pleta y clara en cuanto a los derechos y 
procedimientos que tienen y deben seguir. 
“…la gente conoce los procedimientos, sa-
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be a quien dirigirse, conocen sus derechos. 
Son autónomos y líderes de sus propios 
proyectos”25.
EFECTOS NEGATIVOS
• Persisten falencias en la mayoría de 
las etapas que componen la PPaPd. A pesar 
de los avances en la Atención Humanitaria 
de Emergencia, los temas de prevención, 
estabilización socioeconómica y retorno no 
avanzan lo suficiente.
En este punto cabe resaltar que a partir 
del cambio de gobierno, la agenda pública 
en torno al desplazamiento forzado puso 
su atención en algunos temas que no tenían 
tanta presencia. Es así como en la última au-
diencia pública de rendición de cuentas del 
snaiPd, que se llevó a cabo el 22 de agosto 
de 2011, las entidades que hacen parte del 
sistema mostraron sus avances del último 
año y sus compromisos en torno al tema 
de la prevención, garantías para el retorno, 
fortalecimiento de las entidades territoria-
les, restitución de la propiedad de la tierra, 
atención integral básica y estabilización 
socioeconómica. 
• a pesar de que la mayoría de instru-
mentos normativos y los nuevos programas 
y procedimientos pretenden dar cumpli-
miento a las órdenes de la sentencia, la or-
den principal, esto es, la superación del eci, 
aún no se logra. Esto no debe ser entendido 
como falta al cumplimiento de la sentencia 
y sus autos, pues no se puede desconocer la 
reacción estatal frente al problema, pero es 
una muestra de que las falencias halladas por 
la Corte en su evaluación inicial persisten. 
• se ha generado una serie de incen-
tivos perversos tanto en los funcionarios 
públicos como en la población en general. 
Los funcionarios públicos acatan las órde-
nes por miedo al desacato o a las sanciones 
disciplinarias. Por su parte, la población 
ha aprendido a hacer uso de la sentencia 
para obtener provecho económico, aunque 
no se encuentre realmente en situación de 
desplazamiento forzado. Es decir, las reglas 
informales que hacen parte de la institución 
no han sufrido mayores alteraciones.
• también hay incentivos perversos so-
bre la población desplazada. Se está gene-
rando dependencia hacia el Estado, cada 
vez tienen más mecanismos para solicitar la 
ayuda correspondiente a la Atención Hu-
manitaria de Emergencia, entre los cuales se 
cuenta la conformación de nuevos y falsos 
grupos familiares. “Los desplazados están 
muy informados sobre sus derechos, pero 
también tienen comportamientos inadecua-
dos, hay dependencia del Estado sin mediar 
ninguna corresponsabilidad”26.
• muchas de las órdenes de los autos de 
seguimiento han surgido de forma inespera-
da, alterando los ciclos normales del diseño 
y la ejecución de la política pública: 
De un momento para otro la Corte saca tal decisión y 
pues no hay nada más que hacer sino cumplirla. El au-
to 092 llegó en el momento en que el ciclo de planeación 
de la política pública no podía absorberlo, pues estaba 
por fuera del procedimiento normal de formulación y 
definición de política pública; sin embargo, tocaba 
cumplirlo. Estos procedimientos fueron irrespetados y 
acatar las órdenes ha sido muy difícil, pero no hacerlo 
implica incumplir y aunque algunos sostienen que 
hay mecanismos para evitar el cumplimiento, tales 
como la excepción de constitucionalidad, este es un 
mecanismo imposible de aplicar por los costos políticos 
que conlleva27. 
Evidentemente hay un cambio institucional 
sobre las reglas que se ubican en el segundo 
nivel identificado por williamson (2000). 
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En este caso, el proceso de cambio se ace-
leró gracias a la declaración de la situación 
de crisis, la cual, a su vez, obedece a dos 
tipos de movilizaciones ciudadanas. De 
una parte, movilización de familias que, de 
forma independiente, reclamaron de la rama 
judicial acciones del Estado. De otra parte, 
ciudadanos desplazados organizados en 
torno a la Corte para exigir un pronuncia-
miento de fondo. 
No obstante, en las reglas informales 
que componen la PPaPd y que se ubican en 
el primer nivel de williamson (ídem), si-
guen sin variación y no hay incentivos para 
acelerar el proceso de cambio. 
A pesar de la disparidad del cambio, la 
evidencia afirma que el papel de la Corte 
en el cambio institucional es fundamental, 
pues no solo cumple su función de Selección 
Artificial (commons, 2005), sino también 
porque tiene la capacidad de evidenciar 
situaciones de crisis y de redefinir las con-
diciones a las cuales se deben enfrentar las 
instituciones, elemento indispensable pa-
ra que el cambio institucional tenga lugar 
(mucciaroni, 1992).
Sin embargo, es importante señalar que 
el cambio no hubiese ocurrido si la Corte 
no contase con las herramientas que ya fue-
ron descritas. Es decir, si la Corte no fuera 
lo suficientemente legítima, si no tuviera 
poder de exigir rendición de cuentas, si sus 
decisiones no tuvieran fuerza coactiva y 
sanción por incumplimiento y si no existiera 
debilidad institucional de los demás poderes 
públicos, muy probablemente este tipo de 
actuaciones serían desatendidas por el he-
cho de ser consideradas como extralimitadas 
y por tanto ilegítimas. 
CONCLUSIONES
1. es evidente que la corte constitucio-
nal colombiana ha asumido un papel activo 
en el tema de la protección de los derechos 
de la población desplazada por la violencia. 
Este activismo se refleja en la expedición de 
un fallo y la toma de acciones encaminadas 
a asegurar su cumplimiento, que desbordan 
los efectos tradicionales que tienen las sen-
tencias de revisión de tutela, produciendo 
un cambio institucional en la Política Públi-
ca de Atención a la Población Desplazada.
Lo que este documento resalta son 
los efectos del activismo judicial desde la 
perspectiva institucional. El que la Corte 
Constitucional colombiana tenga compor-
tamientos poco ortodoxos es un hecho bien 
conocido; sin embargo, dicho activismo, 
de la manera como ha sido presentado, se 
refleja en cambios efectivos en el compor-
tamiento de los actores involucrados en un 
problema particular, sin que haya lugar a 
discusiones sobre la influencia de la Corte 
en la política macroeconómica o a conside-
raciones sobre desviación o abuso de poder 
(discusiones que desbordan el objeto de este 
documento).
En el caso del desplazamiento forzado 
el principal logro de la Corte fue la modi-
ficación en el comportamiento de las or-
ganizaciones públicas involucradas en la 
institución. Quedó demostrado que hubo 
una amplia reacción estatal reflejada en la 
modificación de la Política Pública; sin em-
bargo (salvo el caso de las organizaciones 
de desplazados), el comportamiento de la 
población beneficiaria de la Política Públi-
ca de Atención a la Población Desplazada 
no ha sufrido cambios significativos, lo que 
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implica que el cambio institucional ha te-
nido más impacto en las reglas formales 
que en las informales. Esto demuestra que, 
efectivamente, las reglas que componen una 
institución se ubican en diferentes niveles, 
cada uno de ellos con características disí-
miles y más o menos propensos al cambio 
institucional (williamson, 2000).
En cuanto a las reglas informales, aque-
llas incrustadas en las costumbres y tra-
diciones, el cambio se refleja en la forma 
como la población desplazada utiliza toda la 
información a la que ahora tiene acceso. No 
obstante, el demandar del Estado prestacio-
nes económicas sigue siendo un elemento 
común y reiterado. 
De ninguna manera debe interpretarse 
lo anterior como un comportamiento repro-
chable –con excepción de los ciudadanos 
que acuden a maniobras fraudulentas para 
reclamar prestaciones que no les correspon-
den–, puesto que las prestaciones económi-
cas hacen parte de la política pública y las 
historias de vida de esta población obligan 
a reconocer que tienen derecho, más que 
prestaciones de emergencia y estabilización, 
a indemnizaciones en montos mayores para 
procurar devolver las cosas al estado en que 
se encontraban al momento de producirse 
el daño (esto en el marco de la Responsabi-
lidad Civil Extracontractual). 
2. Queda demostrado que el cambio ins-
titucional dependerá de una modificación, 
provocada por fuerzas externas a la insti-
tución, que amerita que las reglas de juego 
sean transformadas. Al existir una situación 
de crisis declarada, presión ejercida por or-
ganizaciones de población en situación de 
desventaja y por ciudadanos quienes a través 
de acciones de tutela exigen una reacción es-
tatal, sumada la actuación de una organiza-
ción judicial del nivel jerárquico de la Corte 
Constitucional, el único camino posible era 
el del cambio institucional. 
3. Los cambios institucionales tienen 
efectos que pueden valorarse como positi-
vos y negativos. En este caso en particular, 
el cambio obedeció a un pronunciamiento 
judicial activista que desembocó en la de-
claratoria de una situación de crisis. Por las 
razones anotadas, dicho activismo puede 
considerarse necesario. Sin embargo, ¿acaso 
ese cambio no se hubiese dado sin la existen-
cia de los cerca de 100 autos, de las audien-
cias y reuniones de información técnica? 
Es posible afirmar que el activismo de 
la Corte es síntoma de un Estado ineficaz. 
No obstante, la naturaleza de los órganos 
judiciales no es diseñar política pública ni 
dar parámetros para la misma, sino que su 
naturaleza es dirimir los conflictos que sur-
jan en la sociedad. 
No quiere decir lo anterior que la Corte 
debe limitar sus actuaciones; por el contra-
rio, se considera que un actuar activista en 
un contexto de ineficacia de las políticas 
públicas, falta de representatividad de gru-
pos marginados y ausencia de rendición de 
cuentas efectiva, su actuación es válida. No 
obstante, es necesario que se dimensionen 
los alcances de las decisiones y la posibilidad 
real que ellas se cumplan. En general, las 
macrosentencias pueden servir para lograr 
un equilibrio e igualdad jurídica entre los 
grupos sociales, étnicos, culturales, etc., 
pero cuando ellas suponen la expedición de 
órdenes muy específicas puede tener efectos 
contraproducentes para la Política Pública e 
incluso para la misma Corte Constitucional.
En el caso particular, estas órdenes espe-
cíficas se evidenciaron a lo largo del proceso 
de seguimiento de la sentencia, cuyo pro-
blema radicó en que el mismo excedió los 
alcances que definió la sentencia que le dio 
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origen. Al leerse con detenimiento la parte 
resolutiva de la sentencia, se puede ver que 
la Corte lo que pretendió fue obligar al cum-
plimiento de una serie de las obligaciones 
existentes; es en el proceso de seguimiento 
que las órdenes se hicieron mucho más es-
pecíficas y empezaron a influir directamente 
en el diseño de la política. Claro, estas ór-
denes pretendieron suplir unos vacíos que 
era necesario atender, pero también impu-
sieron obligaciones mucho más fuertes para 
las entidades que, de acuerdo con el mismo 
diagnóstico hecho por la Corte, no estaban 
en capacidad de cumplir. 
4. véase que la Política Pública de aten-
ción a la Población Desplazada supone ac-
ciones, no solo para reparar, sino para evitar 
la ocurrencia de situaciones de desplaza-
miento forzado. El Estado de Cosas Incons-
titucional persiste y, muy probablemente, no 
pueda ser superado si la causa primaria de la 
crisis no desaparece, lo que podría repercu-
tir en la legitimidad con la que actualmente 
cuenta la Corte Constitucional.
La siguiente figura ilustra cómo la legi-
timidad de la Corte puede verse menosca-
bada por el mantenimiento de una situación 
de crisis declarada por ella misma. Ante la 
incapacidad estatal de cumplir lo ordenado 
en las políticas públicas, entra la Corte a im-
pulsar y obligar dicho cumplimiento pero, 
mientras la incapacidad estatal no se solu-
cione, no será posible cumplir a cabalidad 
las órdenes judiciales, lo que redundará en 
la situación inicial, esto es, una política pú-
blica incumplida con el agravante de que la 
Corte ha intervenido para evitar dicha si-
tuación.
En el caso del desplazamiento forzado, 
la pérdida de legitimidad tenderá a ocurrir 
con la vigencia indeterminada del Estado 
de cosas inconstitucional; sin embargo, 
tal efecto aún no se ha verificado. Esto se 
debe a la dificultad de medir la efectividad 
de los cambios introducidos por la Corte en 
términos temporales. Dependiendo de si el 
lector considera que ocho años es mucho o 
poco tiempo, podría juzgar la efectividad 
de las acciones de la Corte. Véase cómo, 
alrededor de los ocho años de preferida la 
sentencia t-025 de 2004, la corte constitu-
cional ha realizado dos audiencias públicas 
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en el marco del proceso de seguimiento de 
cumplimiento del fallo:
el 13 de octubre de 2011, la corte noti-
ficó el auto 219 de 2011, en el que citó a las 
entidades del snaiPd a rendir cuentas por el 
cumplimiento de la sentencia pues, a la fe-
cha, el Estado de Cosas Inconstitucional no 
se había superado. Dicha audiencia tuvo lu-
gar en el mes de noviembre del mismo año. 
el día 2 de febrero de 2012 fue proferido 
el auto 014 de 2012, en el que se citó a un 
nueva sesión técnica pública con el gobierno 
nacional, la cual tuvo lugar el 13 de febrero 
de 2012. 
Otro factor influye en la medición de di-
cha efectividad. La Corte produce cambios 
institucionales, pero no tiene las herramien-
tas suficientes para garantizar la efectividad 
de la política pública y esta es una diferen-
ciación fundamental para tener en cuenta al 
momento de emitir cualquier juicio sobre el 
activismo de la Corte. 
5. se reconoce que la sentencia t-025 es 
atípica, no solo porque sus efectos se hayan 
difundido hacia todas las entidades del snai-
Pd, la sociedad civil y el total de personas 
en situación de desplazamiento (lo que hace 
que sus efectos jurídicos sean sui generis), 
sino también porque tiene efectos directos, 
indirectos, instrumentales y simbólicos (ro-
dríguez y rodríguez, 2010). son de espe-
cial relevancia los efectos instrumentales, 
pues son ellos los que generan cambios en 
la conducta de individuos o grupos, es de-
cir, son los efectos generadores del cambio 
institucional y que se traducen en la amplia 
reacción estatal al tema del desplazamiento. 
En otras palabras, la sentencia, en los 
términos del presente trabajo, es atípica 
porque generó un cambio institucional pero 
también porque logró poner el tema del des-
plazamiento forzado en la agenda pública.
6. Gracias a que la corte constitucional 
es una organización que cuenta con la legi-
timidad y las herramientas necesarias para 
que las actitudes y mandatos –poco orto-
doxos– sean acatados por sus destinatarios, 
y a la declaratoria de una situación de crisis 
que modificó los parámetros por los cuales 
debía guiarse la Política Pública, produjo un 
cambio institucional en el cual intervinieron 
diversos actores. Sin embargo, es necesario 
resaltar que si bien la Corte Constitucional 
produce cambios institucionales, ella no 
actúa de manera autónoma –de oficio. En 
el caso del desplazamiento fue necesaria 
la movilización ciudadana para dar inicio 
al cambio. 
Lo anterior se explica en que, no obstante 
se reconozca a la Corte Constitucional co-
lombiana como una organización activista, 
su intervención dependerá de las acciones 
que previamente ejerzan los ciudadanos. 
Es decir, existe otro actor fundamen-
tal en el proceso de cambio institucional: 
las organizaciones civiles de población 
desplazada y la misma población vista de 
modo no organizado. La sentencia t-025 
fue producto de movilizaciones ciudada-
nas organizadas y dispersas, lo que muestra 
una característica bastante particular de 
algunos movimientos sociales, esto es, el 
hecho que estén acudiendo a instancias no 
tradicionales para exigir sus derechos. Estas 
movilizaciones tuvieron tres grandes efec-
tos: promovieron el pronunciamiento de la 
Corte Constitucional, pusieron el tema en 
la agenda pública y lograron ser incluidos 
en la elaboración de la PPaPd.
A pesar de todos los interrogantes y 
consideraciones que se suscitan y que pue-
dan surgir, queda por decir que la Corte 
Constitucional, en el marco de una situación 
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de crisis y de ineficiencia estatal, cumple una 
valiosa labor de rendición de cuentas y de 
alerta para el Estado. 
aneXo 1. reGLas QUe conForman La 
INSTITUCIóN 
Reglas formales
a partir de 1997 se expidieron una serie de 
instrumentos legales que fueron introdu-
ciéndose a la PPaPd. Para el año 2004 la Po-
lítica estaba compuesta de leyes, decretos, 
Conpes, acuerdos, circulares, acuerdos de 
entes territoriales y directivas presidencia-
les, entre los cuales se cuentan:
Ley 387 de 1997
La Ley 387 da origen a la Política Pública 
de Atención a la Población en Situación de 
Desplazamiento. Establece las definiciones 
básicas, los objetivos, los principios de in-
terpretación y aplicación de la política, de-
termina la responsabilidad del Estado frente 
a la atención de la población en situación de 
desplazamiento, ordena la creación de algu-
nas entidades destinadas exclusivamente a 
la atención de la población desplazada y a 
evaluar la política, y da los lineamientos para 
el diseño del Plan Nacional para la Atención 
a la Población Desplazada por la Violencia. 
La ley indica que el desplazamiento se 
puede dividir en etapas: la primera previa 
al desplazamiento, la segunda el despla-
zamiento como tal y la tercera el retorno 
o la reubicación. De acuerdo con esto, la 
Política debe estar diseñada para atender 
cada una de estas fases y, para ello, consi-
dera indispensable “contar con un sistema 
de información, (…) prevenir los desplaza-
mientos (…), prestar asistencia humanitaria 
de emergencia de urgencia, de emergencia y 
de transición (…) y desarrollar componen-
tes de retorno o reasentamiento”. 
Decreto 173 de 1998, modificado por el 
Decreto 250 de 2005 
en atención a lo dispuesto en la Ley 387, 
el gobierno adopta un Plan Nacional para 
la Atención a la Población Desplazada por 
la Violencia, cuyo propósito es el de “Esta-
blecer la política general del Gobierno y 
las líneas de acción para la prevención y la 
atención al desplazamiento forzado Interno 
en Colombia, que permita la restitución 
de los derechos y las obligaciones de las 
colombianas y los colombianos afectados 
por el mismo” (art. 2, decreto 250 de 2005). 
Ley 812 de 2003
“Por la cual se aprueba el Plan Nacional de 
desarrollo 2003-2006. hacia un estado 
Comunitario”. En el contenido de la ley se 
encuentran referencias al desplazamiento 
forzado. En esta se determina como objetivo 
el fortalecimiento de la política de atención 
a la población desplazada y se reafirman los 
componentes de dicha atención. Consolida 
el sistema de “alertas tempranas”, determina 
que la atención a la población deberá estar 
compuesta por asistencia integral en nutri-
ción, refugio y salud tanto física como psi-
cosocial y determina que la estabilización 
tendrá que hacerse a través de titularización 
de tierras, subsidios de vivienda y proyectos 
productivos financiados con microcréditos. 
Reglas informales
Todas las anteriores son reglas que se ubi-
can en el segundo nivel identificado por 
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williamson (2000). Pero no debe perderse 
de vista que la institución que se analiza, 
esto es, la PPaPd, también está compuesta 
por reglas informales, como las costumbres 
y usos, es decir, aquellas que se ubican en el 
primer nivel. De acuerdo con lo identifica-
do en las entrevistas realizadas, estas reglas 
informales28 son:
• de parte de las entidades públicas, la 
desatención a la Política Pública: la nega-
ción de las prestaciones contenidas en la 
PPaPd a los solicitantes –desplazados– y la 
dilatación de su entrega hasta proferida la 
sentencia del Juez de Tutela. 
• Por parte de la población desplaza-
da, el fraude: la utilización de mecanismos 
engañosos para exigir de parte del Estado, 
por varias ocasiones, la entrega de la ayuda 
humanitaria de emergencia y otras presta-
ciones contenidas en la ley. 
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cuyo papel en la fundamentación de la decisión 
es secundario. 
 De acuerdo con esto, constituirá precedente la 
ratio decidendi (bernal Pulido, 2005).
8 al respecto hurtado (2006) hace un análisis 
sobre la Asamblea Nacional Constituyente y la 
nueva constitución de 1991 y su impacto como 
mecanismo de resolución de conflictos.
9 definición de trabajo construida a partir del análi-
sis hecho por march y olsen (1972), citado por 
Peters (2003).
10 el principal insumo del informe fueron entrevistas 
realizadas a familias que se desplazaron entre el 1 
de junio de 2002 y el 30 de junio de 2003.
11 esta afirmación hace parte de las conclusiones 
logradas en el seminario dictado para la maestría 
para la cual se desarrolla el presente trabajo. Este 
seminario fue dictado en el primer semestre de 
2011 por el profesor andrés hernández Quiño-
nes. Cider, Universidad de los Andes.
12 en su artículo, Landau hace un examen sobre la 
Corte Constitucional colombiana desde su crea-
ción, a partir de un análisis de la teoría del rol ju-
dicial, una explicación del contexto colombiano y 
las reacciones exitosas y fallidas de la Corte frente 
a dicho contexto. Finaliza haciendo un análisis 
comparativo de la Corte colombiana con otras 
cortes constitucionales, como la sudafricana.
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13 corte suprema de Justicia, consejo de estado y 
Consejo Superior de la Judicatura.
14 La sentencia t-760 de 2008 es producto de la 
acumulación de veintidós acciones de tutela en 
las que se solicitaba la protección del derecho 
a la salud. Las órdenes de la sentencia estuvie-
ron dirigidas a solucionar casos concretos pero 
también fallas en la regulación y vigilancia del 
sistema. al igual que la sentencia t-025 de 2004, 
la Corte implementó una Sala Especial encargada 
del seguimiento al cumplimiento de la sentencia.
15 ver anexo 1 sobre reglas que conforman la insti-
tución.
16 el listado de los documentos utilizados por la 
corte se puede encontrar en el anexo 5 de la 
sentencia t-025 de 2004, p. 221.
17 derechos fundamentales de acuerdo con la cons-
titución Política: derecho a la vida, integridad 
personal, igualdad ante la ley, personalidad jurí-
dica, intimidad y buen nombre, libre desarrollo 
de la personalidad, prohibición de la esclavitud, 
libertad de conciencia, libertad de cultos, libertad 
de expresión, honra, derecho a la información a 
través de peticiones respetuosas, libertad de lo-
comoción y a permanecer en un lugar, derecho 
al trabajo, libertad de elegir profesión u oficio, 
libertad de enseñanza, debido proceso, habeas 
corpus, derecho de asilo, derecho de manifesta-
ción pacífica, libre asociación, ejercicio y control 
del poder político.
18 Fundación ayudémonos Fundayude, Asociación 
Humanitaria de Colombia, Asociación de Despla-
zados del Caribe colombiano, Asociación por un 
mejor vivir feliz, Asociación Nueva Vida, Asocia-
ción Nuevo Horizonte, Asociación Desplazados 
Unidos, Asociación Asodespente, Asociación 
Justicia y Paz, Asociación Renacer, Asociación de 
Familias Desplazadas asoFadecol, Asociación de 
Desplazados de Fonseca adesFongua.
19 Personero municipal de Florencia y Personero 
Municipal de Neiva.
20 este proceso de seguimiento se fundamenta en 
el artículo 27 del decreto 2591 de 1991. incluye 
acciones como la expedición de autos de segui-
miento, la solicitud de informes a las entidades 
obligadas por la PPaPd y a diversas organizaciones 
de la sociedad civil, sesiones públicas de informa-
ción técnica, audiencias públicas de rendición de 
cuentas, construcción de una metodología para 
evaluar el grado de cumplimiento de las órdenes 
de parte de las entidades obligadas y definición 
de criterios para superar el eci.
21 respuesta a derecho de Petición radicado en la 
Procuraduría General de la nación, de fecha 16 
de septiembre de 2011.
22 La mesa departamental hace seguimiento al cum-
plimiento de la Sentencia a través del estudio de 
37 organizaciones y 9 municipios de nariño.
23 en su texto, los autores identifican qué tipo de 
efectos tuvo la sentencia t-025; no obstante, la 
identificación que se haga en este trabajo corres-
ponde tanto al texto citado como a los resultados 
hallados en la investigación.
24 Por ejemplo, el ministerio de comercio, indus-
tria y Turismo en cuanto a la asignación de líneas 
productivas Fomipyme, la creación de una línea 
especial de crédito en bancoldex y convocatoria 
para participar en ferias de artesanos de parte de 
Artesanías de Colombia.
 Es necesario aclarar que este efecto se ubica como 
positivo pues en efecto así lo es para la población 
en situación de desplazamiento. No obstante, hay 
un efecto perverso detrás de esta priorización en 
términos de justicia distributiva y del principio de 
igualdad.
25 Parte de entrevista.
26 Parte de entrevista.
27 Parte de entrevista realizada a Juan Pablo Fran-
co, Subdirector de Atención a Víctimas y Pobla-
ción Desplazada de Acción Social.
28 desde una perspectiva institucionalista, dentro de 
estas reglas informales debería aparecer un tercer 
elemento, esto es, la desconfianza en el Estado. 
No obstante, ni en las entrevistas ni en la evalua-
ción que hace la Corte Constitucional a la PPaPd 
se arrojaron resultados en ese sentido.
